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I. Introducción 

Desde el año 2022, el Servicio de Asesoramiento y Normalización de los procedimientos 

de contratación, de la Secretaría General de la Consejería de Hacienda, Administraciones 

Públicas y Transformación Digital ha venido realizando un seguimiento de las 

resoluciones dictadas por el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales 

(TACRC, en lo sucesivo), frente a los actos adoptados por los órganos de contratación de 

la Comunidad Autónoma de Castilla‑La Mancha y de las entidades locales de su ámbito 

territorial. Con este documento se pretende dar continuidad a dicho análisis, en este 

caso, referido a las resoluciones dictadas durante el año 2024. 

Tal y como se ha indicado en otras ocasiones, la Comunidad Autónoma de Castilla-La 

Mancha viene atribuyendo al TACRC, mediante convenio con el Ministerio de Hacienda 

desde el año 2012, la competencia para la resolución de los recursos contractuales 

dentro de su ámbito territorial, en virtud de la posibilidad prevista en el artículo 46.2 de 

la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP). El convenio 

actual entró en vigor el 3 de octubre de 2024 con una duración de cuatro años 

prorrogables por otros cuatro. 

Partiendo de esta base, el análisis se centra en aspectos como la evolución del número 

de recursos, las tendencias en cuanto al tipo de acto impugnado, la entidad recurrida o 

el sentido de la resolución, así como la identificación de posibles motivos de 

impugnación y otros elementos de especial relevancia que se abordan a lo largo del 

documento. 

Como novedad, este análisis incorpora, dentro del habitual estudio de algunas de las 

resoluciones más interesantes, un enfoque ampliado que recoge el supuesto de hecho, 

la conclusión alcanzada y un apartado final donde se recogen algunas recomendaciones 

prácticas de posible utilidad para los órganos de contratación. 
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II. Análisis de la actividad impugnatoria 

A. Evolución del número de recursos 

El número total de recursos interpuestos durante el período comprendido entre el 1 de 

enero y el 31 de diciembre de 2024 fue de 126 recursos, manteniéndose en cifras 

similares a las de los períodos anteriores, pero con un ligero incremento respecto al 

período inmediatamente anterior, como puede observarse en la siguiente gráfica, que 

comprende los recursos interpuestos desde el año 2012 hasta este último año 

analizado: 

 

Cabe destacar que se dictaron 125 resoluciones para 126 recursos ya que la resolución 

nº 1090/2024 resuelve de forma acumulada los recursos con número 790 y 791. 

 

B. Tipo de acto impugnado 

Al igual que en el resto de períodos analizados, la adjudicación fue el acto más recurrido, 

englobando un total de 50 recursos, lo que representa alrededor de un 40 % del total, 

seguida por los pliegos, frente a los que se interpusieron 34 recursos (27 %) y la 

exclusión, con 25 recursos (20 %). Finalmente, como actos menos recurridos se 

encuentran otros actos de trámite (propuesta de adjudicación; acuerdo de 

desistimiento; aprobación de ampliación de plazo; retirada de oferta; etc.), con 17 

recursos (13 %): 
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RECURSOS 5 157 100 63 70 101 101 129 109 205 131 117 126

0

50

100

150

200

250 RECURSOS



   

 

5 

 

 

C. Tipo de contrato impugnado 

Siguiendo la tónica habitual, los contratos de servicios fueron, con diferencia, los más 

recurridos, registrándose un total de ochenta y dos recursos interpuestos. En segundo 

lugar, se mantienen los contratos de suministros, apreciándose un ligero aumento de 

los recursos formulados frente a este tipo de contratos, que ascienden a veintinueve. El 

resto de contratos impugnados se reparte entre contratos de concesión de servicios (5), 

acuerdos marco de suministros (5), contratos de obras (2), concesión de obras (1), 

acuerdos marco de obras (1),  y otros (1). 

Como se puede observar, los recursos interpuestos frente a contratos de servicios y de 

suministros concentran la mayor parte del total, ya que la suma de ambos superó el 88 

%. Por su parte, continúa el reducido número de recursos interpuestos frente a 

contratos de obras, pese a tratarse de un tipo de contrato de frecuente celebración. En 

la siguiente gráfica se presentan de forma agrupada todos los datos mencionados: 

 

TIPO DE ACTO RECURRIDO

ADJUDICACIÓN EXCLUSIÓN OTROS ACTOS DE TRÁMITE PLIEGOS
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D. Entidades frente a las que se interpuso el recurso 

Con el fin de ver la procedencia de los actos que se recurren de una forma más clara, 

realizamos este análisis distinguiendo entre los recursos formulados contra entidades 

regionales, entidades locales y otras entidades. 

 

Así, en el ámbito de la Administración regional, se interpusieron un total de 47 recursos; 

de los cuales, 22 corresponden a los servicios centrales de las consejerías (la misma 

cantidad que en el año anterior); 4 a delegaciones provinciales; 17 frente a organismos 

autónomos regionales (de los cuales 8 pertenecen a los servicios centrales del SESCAM; 

8 a gerencias de atención integradas dependientes del mismo; y 1 frente a la dirección 

del Instituto de la Mujer). En la categoría entidades, fundaciones y empresas públicas 

regionales se formularon 4 recursos: 1 frente a la dirección general de Medio Natural y 

Biodiversidad; 1 frente a la dirección de gerencia de Gestión Ambiental de Castilla-La 

Mancha, S.A.; y 2 frente a la entidad pública Infraestructuras del Agua de Castilla-La 

Mancha. 

 

Detallando los datos por consejerías (servicios centrales y delegaciones provinciales), se 

puede observar que la mayoría lo fueron frente a la Consejería de Educación, Cultura y 

Deportes; no obstante, únicamente 3 de ellos se estimaron totalmente. Resulta 

destacable, a su vez, que de los 11 recursos formulados frente al resto de consejerías, 4 

fueron desestimados, 4 inadmitidos y los 3 fueron restantes estimados en su totalidad: 

CONSEJERÍAS

DELEGACIONES 
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ORGANISMOS 
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CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTES 15 

CONSEJERÍA DE HACIENDA Y ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 4 

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, EMPRESAS Y EMPLEO 1 

CONSEJERÍA DE FOMENTO 1 

CONSEJERÍA DE BIENESTAR SOCIAL 5 

 

Por otra parte, en el ámbito de las entidades locales, se interpusieron 78 recursos: 68 

corresponden a ayuntamientos, y los otros 10 se distribuyeron entre los siguientes 

organismos locales: 

- Diputación Provincial de Toledo-Dirección del Organismo Autónomo Provincial de 

Gestión Tributaria. 

- Diputación Provincial de Guadalajara. 

- Diputación Provincial de Cuenca. 

- Diputación Provincial de Ciudad Real. 

- Diputación Provincial de Albacete. 

- Consorcio para el Servicio de Prevención, Extinción de Incendios, Protección Civil y 

Salvamento de la provincia de Guadalajara. 

- Mancomunidad de Aguas del Sorbe. 

Respecto a los 68 recursos interpuestos contra los ayuntamientos de la región, 18 de 

ellos (más del 26 % del total) se dirigieron contra ayuntamientos que son capitales de 

provincia (7 Albacete, 4 Ciudad Real, 1 Cuenca, 3 Guadalajara y 3 Toledo); a su vez, el 23 

% fueron formulados contra aquellos municipios no capitales de provincia con una 

población superior a los 30.000 habitantes (un total de 16 recursos). Finalmente, el resto 

de recursos (34 en total), se presentaron contra aquellos municipios con una población 

inferior a los 30.000 habitantes, lo que representa la mitad del total, lo cual se 

corresponde con la realidad sociodemográfica de Castilla-La Mancha, dado que la 

mayoría de municipios de la región no superan dicha cifra. 



   

 

8 

En cuanto a la distribución por provincias, la de Ciudad Real es la que mayor número de 

recursos ostenta, habiendo sido recurridos sus ayuntamientos un total de 24 ocasiones; 

le siguen las provincias de Toledo y Albacete, con 15 y 14 recursos, respectivamente. 

Finalmente, la provincia de Guadalajara abarca un total de 11 recursos, mientras que 

frente a los municipios de la provincia de Cuenca únicamente se formularon 4 recursos. 

 

 

E. Entidades que han interpuesto el recurso 

Descendiendo al análisis de las entidades recurrentes, cabe destacar que las sociedades 

de responsabilidad limitada interpusieron la mitad de los recursos, con un total de 63. 

Por su parte, las sociedades anónimas formularon 30 recursos. Estos dos tipos de 

entidades representan casi el 74 % del total. 

Asimismo, interesa resaltar los 13 recursos formulados por personas físicas, de los 

cuales 6 fueron estimados, 4 desestimados y los 3 restantes  inadmitidos. 

De forma más residual, pueden destacarse los 6 recursos interpuestos por 

federaciones, 2 de ellos estimados totalmente, 2 desestimados y 2 inadmitidos. Por el 

contrario, los sindicatos no formularon recurso alguno en el período analizado. 

Finalmente, 4 recursos fueron interpuestos por uniones temporales de empresas, de los 

cuales 1 fue estimado y los otros 3 desestimados. 
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F. Sentido de la resolución 

De los 126 recursos resueltos en 2024, se admitieron a trámite y se dictó resolución 

sobre el fondo del asunto en 88 de ellos (casi un 70 % de los casos). Los otros 38 recursos 

(que suponen algo más del 30 % del total) finalizaron su tramitación sin entrar en el 

fondo de la cuestión, principalmente por su inadmisión (37 de ellos), mientras que en el 

restante el recurrente desistió de su pretensión. 

Analizando las causas de inadmisión, se observa que la falta de legitimación del 

recurrente —motivo por el que se inadmitieron 14 recursos— constituyó la principal 

causa. Otras razones fueron la carencia sobrevenida de objeto, el desistimiento por 

parte del órgano de contratación, o el hecho de tratarse de un contrato cuyo valor 

estimado era inferior al umbral cuantitativo previsto en el artículo 44 de la LCSP. 

 

S.L S.A
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Dentro de los 88 recursos admitidos a trámite, y respecto de los cuales el Tribunal se 

pronunció sobre el fondo del asunto, la mayoría fueron desestimados: 61. Por su parte, 

el sentido de la resolución fue estimatorio en 27 de los recursos presentados, 23 

totalmente y 4 parcialmente. 

Al margen de los supuestos en que la impugnación de la resolución de adjudicación 

conlleva la suspensión automática de la tramitación del procedimiento (artículo 53 de la 

LCSP), resulta interesante reseñar que el TACRC acordó adoptar la medida cautelar de 

suspensión prevista en el artículo 49 de la LCSP en 121 de los 126 recursos formulados 

(el 96 % del total), con la finalidad de corregir infracciones de procedimiento o impedir 

que se causen otros perjuicios a los intereses afectados. 

Por último, cabe destacar que el Tribunal no apreció la concurrencia de mala fe o 

temeridad en ninguno de los recursos interpuestos, por lo que no se procedió a la 

imposición de la multa prevista en el artículo 58 de la LCSP. 

 

III. Aspectos prácticos extraídos del análisis de las Resoluciones 

Entrando en el análisis de las cuestiones tratadas en los distintos recursos en los que se 

ha analizado el fondo del asunto, es relevante destacar algunos aspectos prácticos que 

pueden resultar de interés para los diferentes órganos de contratación: 

❖ Resolución 105/2024 del TACRC: El PCAP no indica expresamente los valores 

mínimos exigidos para acreditar la solvencia técnica y el órgano de contratación 

considera que, al no exigir el PCAP cantidad alguna en cuanto al importe de los 

trabajos aportados, sería suficiente con el importe que figura en los certificados de  

buena ejecución aportados por la adjudicataria. El TACRC establece que, en estos 

casos, resulta de aplicación supletoria lo dispuesto en el art. 90.2 LCSP para 

determinar la forma de acreditación de la solvencia técnica o el importe mínimo 

exigido. 

Recomendación: El órgano de contratación debe aplicar de forma supletoria el 

artículo 90.2 de la LCSP, cuando el PCAP no establezca el importe mínimo que 

debe acreditarse para el cumplimiento del requisito de la solvencia técnica en los 

contratos de servicios. 

https://www.hacienda.gob.es/tacrc/resoluciones/a%C3%B1o%202024/recurso%201695-2023%20clm%20114-2023%20(res%20105)%2001-02-2024.pdf
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❖ Resolución 131/2024 del TACRC: En el sobre relativo a la documentación 

administrativa se incorpora la proposición económica, siendo por ello excluida la 

licitadora por el órgano de contratación, en base a lo dispuesto en el art. 139.2 LCSP. 

La finalidad del precepto es asegurar la igualdad de los licitadores y la imparcialidad 

de la mesa de contratación en el momento de valorar las ofertas, evitando el trato 

discriminatorio que pudiera producirse cuando se le da a conocer la oferta 

económica en un momento procedimental anterior al de la valoración de los 

criterios subjetivos, basados en un juicio de valor, que podría quedar afectada o 

contaminada por este hecho. El TACRC determina que no es causa de exclusión 

cuando no hay criterios basados en un juicio de valor. Estaríamos ante un error o 

irregularidad no invalidante. 

Recomendación: Antes de acordar la exclusión de una licitadora por incorporar 

en un sobre documentación que forma parte de otro el órgano de contratación 

deberá comprobar si resultan afectados los principios de igualdad y 

concurrencia. Podemos entender que no existiría vulneración de estos 

principios en el caso de que se haya incorporado la proposición económica en 

el sobre de la documentación administrativa, siempre que no se prevean en el 

PCAP criterios dependientes de juicio de valor, al no resultar afectada la 

imparcialidad de la mesa de contratación en el momento de valorar las ofertas.  

 

❖ Resolución 161/2024 del TACRC: El órgano de contratación establece el 

presupuesto y el valor estimado del contrato de servicios de ayuda a domicilio 

licitado conforme a la Orden 1/2017, de 13 de enero, por la que se establecen los 

criterios de financiación para la suscripción de convenios con las entidades locales 

para la prestación de servicios sociales de atención primaria en Castilla-La Mancha. 

El TACRC establece que el cálculo del presupuesto y del valor estimado debe 

realizarse conforme a lo dispuesto en los artículos 100 y 101 LCSP, tomando en 

consideración los costes salariales establecidos en el correspondiente Convenio 

Colectivo. 

Recomendación: El presupuesto y el valor estimado del contrato ha de 

calcularse con arreglo a lo preceptuado en los artículos 100 y 101 de la LCSP 

que, obligan a tomar en consideración los costes salariales establecidos en el 

https://www.hacienda.gob.es/tacrc/resoluciones/a%C3%B1o%202024/recurso%201710-2023%20clm%20115-2023%20(res%20131)%2001-02-2024.pdf
https://www.hacienda.gob.es/tacrc/resoluciones/a%C3%B1o%202024/recurso%201771-2023%20clm%20120-2023%20(res%20161)%2008-02-2024.pdf
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correspondiente Convenio Colectivo, aun cuando superen las cantidades que 

por estos conceptos las Entidades Locales reciban en concepto de financiación 

de la Comunidad Autónoma al amparo del convenio de colaboración, sin que 

pueda aplicarse en ningún caso para aquel cálculo lo que disponga la normativa 

autonómica que regule los criterios de financiación en el marco del 

correspondiente convenio. 

 

❖ Resolución 231/2024 del TACRC: El órgano de contratación establece cláusulas de 

arraigo territorial como criterio de adjudicación. El TACRC determina que las 

cláusulas de arraigo territorial vulneran los principios de igualdad de trato y no 

discriminación, además de restringir la libre competencia. Excepcionalmente 

pueden exigirse como compromiso de adscripción de medios, siempre y cuando se 

justifique su necesidad y proporcionalidad para alcanzar la finalidad perseguida con 

la contratación. 

Recomendación: La cláusula de arraigo territorial no ha de considerarse un 

criterio de adjudicación, puesto que conculca los principios de igualdad, no 

discriminación y libre competencia; ahora bien, el órgano de contratación 

puede exigirla como compromiso de adscripción de medios, siempre que se 

justifique conforme a la finalidad perseguida en el correspondiente contrato. 

 

 

 

❖ Resolución 481/2024 del TACRC: Impugna la recurrente los pliegos, en lo atinente a 

la solvencia técnica exigida, por considerar que no guarda la debida 

proporcionalidad con los requisitos exigidos para la ejecución del contrato. Se 

discute la ampliación a 5 años, en contraposición a los 3 años previstos en el artículo 

90.1 de la LCSP, y el escaso importe económico previsto para acreditar la citada 

solvencia.  

El TACRC considera que la cláusula del pliego referente a la ampliación del plazo 

queda suficientemente motivada, a la vista de la justificación legal que lo permite, 

que es favorecer la competencia. En cuanto al importe económico exigido, que es 

inferior al que derivaría de la regla establecida en el artículo 90.2 de la LCSP, 

https://www.hacienda.gob.es/tacrc/resoluciones/a%C3%B1o%202024/recurso%200031-2024%20clm%202-2024%20(res%20231)%2015-02-2024.pdf
https://www.hacienda.gob.es/tacrc/resoluciones/a%C3%B1o%202024/recurso%200200-2024%20clm%209-2024%20%20(res%20481)%2011-04-2024.pdf
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entiende que esta regla es supletoria, no resultando aplicable al caso enjuiciado 

dado que el pliego ha establecido el modo de acreditar la solvencia técnica exigida.  

Recomendación: El artículo 90 de la LCSP permite la ampliación del plazo (de 3 

a 5 años) de la relación de los principales servicios o trabajos realizados en 

ejecución del mismo tipo o naturaleza al que corresponde el objeto del 

contrato, cuando la finalidad sea garantizar un nivel adecuado de competencia. 

Por otra parte, la regla prevista en el artículo 90.2 de la LCSP, opera con carácter 

supletorio, pudiendo el órgano de contratación, dentro de su potestad 

discrecional, exigir en el pliego otra distinta, siempre que esté relacionada con 

el objeto del contrato y guarde la debida proporcionalidad. 

 

❖ Resolución 508/2024 del TACRC: El órgano de contratación excluye la oferta del 

licitador por entender que excede del presupuesto base de licitación. El recurrente 

señala que el anuncio de licitación establece el valor del contrato y un plazo de 

ejecución de dos años. Su oferta económica fue para los dos años de ejecución del 

contrato, por lo que no excedería del presupuesto base de licitación. El órgano de 

contratación excluyó la oferta de la recurrente por entender que correspondía a 

una anualidad, y no a dos, como indica la empresa. Entiende el Tribunal que “el tenor 

de los pliegos ha inducido a error en la confección de su oferta por parte del 

recurrente, y ello por cuanto que todo el clausulado transcrito anteriormente 

atiende o alude al período de dos años”. Por tanto, debió requerir de aclaración 

siguiendo la doctrina del propio Tribunal (Resolución nº 144/2024, de 8 de febrero). 

Recomendación: El error en la oferta económica no determina siempre la 

exclusión automática de las licitadoras, debiendo en estos casos solicitar la 

correspondiente aclaración del error, antes de proceder a la exclusión, sobre 

todo cuando sea consecuencia de que el pliego contenga cláusulas que 

induzcan a errores subsanables. 

 

❖ Resolución 861/2024 del TACRC: La adjudicataria no aportó junto con su oferta la 

documentación justificativa de los criterios valorables de forma automática. En 

virtud del principio de igualdad y no discriminación, una vez finalizado el plazo de 

presentación de ofertas no es posible aportar, en trámite de subsanación, la 

https://www.hacienda.gob.es/tacrc/resoluciones/a%C3%B1o%202024/recurso%200351-2024%20clm%2023-2024%20(res%20508)%2018-04-2024.pdf
https://www.hacienda.gob.es/tacrc/resoluciones/a%C3%B1o%202024/recurso%200352-2024%20clm%2024-2024%20%20(res%20861)%2011-07-2024.pdf


   

 

14 

documentación relativa a la oferta y exigida en los pliegos para la apreciación de un 

criterio de adjudicación. 

Recomendación: Con el límite de la inmodificabilidad de la oferta, solo se permite 

su subsanación o aclaración cuando la documentación que la acompaña adolece 

de algún error o genera algún tipo de duda. No cabe el complemento de la oferta; 

es decir, no se puede aportar con posterioridad, en trámite de subsanación o 

aclaración, la documentación justificativa de la oferta exigida por los pliegos, una 

vez finalizado el plazo de presentación de ofertas. 

 

❖ Resolución 965/2024 del TACRC: El Tribunal aplica el criterio consolidado en su 

doctrina conforme al cual, cuando la notificación se hubiera simultaneado con la 

publicación en el perfil del contratante del mismo acto objeto de notificación, el 

plazo se computará desde la fecha de envío, y no desde la recepción de la 

notificación por el interesado. El acuerdo de exclusión de la recurrente mejor 

clasificada por no haber aportado en plazo los documentos requeridos, en virtud de 

lo dispuesto en el artículo 150.2 de la LCSP, se considera conforme a Derecho, ya 

que el requerimiento no fue atendido en tiempo y forma debido únicamente a su 

falta de diligencia para acceder al contenido de la notificación dentro del plazo 

concedido. 

Recomendación: En relación con el cómputo de plazos previsto en la 

Disposición Adicional 15ª de la Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público, los 

órganos de contratación habrán de tener en cuenta en sus requerimientos la 

doctrina establecida por el TACRC: cuando la notificación se practique de forma 

simultánea a la publicación de su contenido en el perfil de contratante, el inicio 

del plazo correspondiente debe computarse desde la fecha de envío de la 

notificación, y no desde su efectiva recepción por la persona interesada. 

 

❖ Resolución 1099/2024 del TACRC: Recurso contra el acuerdo de retirada de la oferta 

del proceso de licitación por no haber subsanado las deficiencias observadas en la 

documentación presentada tras la propuesta de adjudicación, e imposición de 

penalidad del 3 por ciento del presupuesto base de licitación, conforme a lo previsto 

en el artículo 150.2 de la LCSP. El Tribunal considera conforme a Derecho la retirada 

https://www.hacienda.gob.es/tacrc/resoluciones/a%C3%B1o%202024/recurso%200833-2024%20clm%2057-2024%20(res%20965)%2024-07-2024.pdf
https://www.hacienda.gob.es/tacrc/resoluciones/a%C3%B1o%202024/recurso%200928-2024%20clm%2062-2024%20(res%201099)%2019-09-2024.pdf
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de la proposición del licitador adoptada, tal y como prevé el PCAP, que no fue 

recurrido en el momento procedimental oportuno, y que vincula a las ofertas 

presentadas a la licitación (consideración del pliego como “lex contractus”).  

La imposición de la penalidad del artículo 150.2 de la LCSP solo debe operar 

automáticamente cuando traiga causa de una decisión de exclusión fundada en 

alguno de los siguientes supuestos: retirada voluntaria e injustificada de la oferta, los 

supuestos de autoexclusión, aportación de documentación falsa, e incumplimiento 

total del requerimiento del art.150.2 de la LCSP. 

Recomendación: Salvo los supuestos en que la penalidad del artículo 150.2 de 

la LCSP opera automáticamente, habrá que valorar, a efectos de su aplicación, 

si el incumplimiento del requerimiento es grave y atribuible al licitador, o se 

trata de un cumplimiento defectuoso o imperfecto; solo el primer caso 

conllevaría la doble consecuencia jurídica: retirada de la oferta e imposición de 

penalidad. 

 

❖ Resolución 1580/2024 del TACRC: El recurrente sostiene que se ha producido un 

error manifiesto o una actuación arbitraria en la valoración de las ofertas, al 

haberse admitido propuestas que introdujeron variantes no autorizadas. El 

Tribunal considera acreditada la inclusión de variantes en la oferta de la 

adjudicataria no previstas en el pliego, siendo ello contrario a lo dispuesto en los 

artículos 139.1 y 142 de la LCSP. Estima este motivo de impugnación, ordenando la 

retroacción del expediente al momento de valoración de las ofertas en relación con 

los criterios subjetivos, y declara la exclusión de la oferta por incluir variantes no 

previstas en los pliegos. 

Recomendación: Para que el órgano de contratación pueda admitir variantes 

deben cumplirse acumulativamente los siguientes requisitos: 

a) Autorización expresa del órgano de contratación. 

b) Relación directa con el objeto del contrato. 

c) Mención en los pliegos y anuncios. 

d) Detalle preciso de requisitos mínimos y modalidades de presentación. 

En caso contrario deberá excluirse la oferta que incluya variantes. 

https://www.hacienda.gob.es/tacrc/resoluciones/a%C3%B1o%202024/recurso%201309-2024%20clm%2096-2024%20%20(res%201580)%2012-12-2024.pdf
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IV. Conclusiones 

Tras llevar a cabo el presente análisis, procede resaltar algunos de los aspectos más 

relevantes: 

➢ La tendencia de los recursos experimentó un ligero aumento, pasando de 117 en el 

año 2023 a 126 en el año 2024. 

➢ La adjudicación del contrato continuó siendo el tipo de acto más impugnado, con 

cerca del 40 % del total, seguida por los pliegos (27 %) y por las exclusiones (19 %). 

➢ El contrato de servicios se mantuvo como el tipo contractual más recurrido (82), con 

una amplia diferencia sobre los contratos de suministros (29), situados en segundo 

lugar. 

➢ Consejerías y ayuntamientos se mantienen como las entidades más recurridas. Del 

mismo modo, y en línea con los años anteriores, las entidades que más recurren son 

las sociedades de responsabilidad limitada y las sociedades anónimas. 

➢ Se mantiene un balance positivo en la actividad contractual de los órganos de 

contratación de la región y su conformidad con la normativa vigente, ya que, de los 

88 recursos que fueron admitidos a trámite, casi un 70 % fueron desestimados (61). 

Asimismo, se registró un número significativo de recursos inadmitidos (37). 

➢ Se analiza de nuevo el estudio de las resoluciones más relevantes, incluyendo las 

recomendaciones para los órganos de contratación. 

Finalmente, y pese al balance favorable obtenido por los órganos de contratación de la 

región en la resolución de los recursos, resulta esencial continuar garantizando el 

riguroso cumplimiento de la normativa en materia de contratación pública, así como la 

plena observancia de los principios que la rigen en cada procedimiento de licitación, 

prestando especial atención a los distintos aspectos y recomendaciones puestos de 

relieve a lo largo del presente estudio. 


